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1. ASUNTO

Por reparto, ha llegado a esta Sala escrito mediante el cual la ciudadana Aracelly López Rincón propugna por la protección de los derechos fundamentales a la dignidad, debido proceso y libertad de su cónyuge, señor Jorge Eliécer Duque García, presuntamente vulnerados por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira,  de acuerdo a los siguientes hechos:
i) Luego de haber sido vencido en juicio, el pasado 3 de junio el Juzgado 3º Penal del Circuito condenó a su compañero permanente, señor Jorge Eliécer Duque García por el delito de actos sexuales con menor de 14 años.  

ii) El Fiscal del caso pese a haber solicitado el testimonio de la denunciante, señora Mónica Vargas Ceballos, madre de la menor ofendida, no la ubicó para que compareciera y declarara en el juicio oral,  Su testimonio, según la señora López Rincón era importante para que la misma relatara sobre la ocurrencia de los hechos y se hubiera podido proferir una sentencia de carácter absolutorio, ya que los demás testigos que se presentaron fueron de oídas.

iii) Señaló que el relato que la menor hizo en el juicio no tiene nexo con las circunstancias cronológicas con los hechos expuestos en las entrevistas que reposan en el expediente.  Por lo tanto, consideró que con las pruebas debatidas en juicio no se “creó” (sic) un conocimiento más allá de toda duda razonable sobre la responsabilidad penal de su compañero permanente.
Indicó la señora López Rincón que actúa como agente oficiosa del señor Duque García por cuanto el mismo se encuentra en delicado de salud, tal como obra en la historia clínica que anexa.

Por lo anterior, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la dignidad,  el debido proceso y libertad del señor Jorge Eliécer Duque García y en tal sentido, se ordene a la autoridad accionada que en un término no mayor de 48 horas proceda a suspender los efectos de la sentencia condenatoria emitida dentro del radicado No.660016000036200703094 como mecanismo transitorio hasta que se resuelva el recurso de apelación interpuesto en contra de la misma.

Así mismo, la señora López Rincón solicitó una medida provisional tendiente a que cesen los efectos de la sentencia condenatoria proferida dentro del radicado No.660016000036200703094, como lo es la orden de captura expedida en contra del señor Jorge Eliécer Duque García con el fin de evitar un perjuicio irremediable.

Adjuntó copia de un CD contentivo de las audiencias que se llevaron dentro del proceso radicado al No.660016000036200703094, fotocopia de la cédula de la señora Aracelly López Rincón y de unas fórmulas médicas a  nombre del señor Duque García (Fls. 12-18).
2. PARA RESOLVER SE CONSIDERA

El artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispuso:

 

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
 
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
 
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
 

Significa entonces que el Decreto 2591 de 1991 consagró la posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso y frente a este evento, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: “(i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que siempre que sea posible exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción”
.  
Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa
:
“(…)  la jurisprudencia constitucional ha determinado de manera reiterada que existen tres vías procesales adicionales a la propia para la interposición de la acción de tutela, a saber: i) a través de representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente violados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos, etc.); ii) por intermedio de apoderado judicial; y iii) por medio de agente oficioso.
 
En la sentencia T-652 de 2008 la Corporación definió la agencia oficiosa así:
 
“la agencia oficiosa se deriva de la imposibilidad del titular de los derechos fundamentales de promover su propia defensa ante el juez de tutela. Es decir, a fin de garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, la ley y la jurisprudencia admiten la interposición de la acción de tutela a través de un tercero indeterminado que actúe a su favor, sin la mediación de poderes”.
 
A su vez, esta Corte ha reiterado los requisitos de procedencia para el agente oficioso en la presentación del amparo:(i) El agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y, (ii) de los hechos y circunstancias que fundamentan la acción, se infiere que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en circunstancias físicas o mentales que le impiden su interposición directa[4]. Adicionalmente, la Corte ha precisado que, en todo caso, las condiciones normativas y jurisprudenciales para el ejercicio legítimo de la agencia oficiosa en materia de tutela, deben ser valoradas por el juez constitucional a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración[5].
 
No obstante, en la sentencia T-1020 de 2003 se consideró que pese al perfil informal de la acción de tutela, “en ocasiones excepcionales es admisible que se agencien derechos ajenos sin que se manifieste en el escrito el requisito exigido por el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, es decir, que no se aclaren las razones por las cuales el afectado no puede acudir en su propia defensa. Es necesario tener en cuenta cada caso en concreto y es tarea del juez verificar la naturaleza de los derechos invocados y la gravedad o no del daño ocasionado”.
(…) 
Respecto a la valoración final que debe realizar el operador judicial, como requisito complementario de la agencia oficiosa, en la cual define si el agenciado se encuentra en incapacidad de interponer por sí mismo la tutela, la Corte ha considerado que “desborda el marco estricto de lo que legalmente constituye la capacidad y ha de tener en cuenta también factores diferentes como, por ejemplo, el estado de salud del interesado. Se sigue ello de la expresión misma contenida en el inciso 2º del artículo 10º del Decreto 2591 de 1991, que indica: “…cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa…”; generando de ésta manera una amplia órbita de hipótesisque se adecúan a lo preceptuado por la norma. Así pues, aunque quien crea lesionados sus derechos fundamentales sea mayor de edad y tenga pleno uso de sus facultades mentales, si se encuentra en un estado de postración tal que le impide movilizarse o por motivos de fuerza mayor (peligro de muerte, por ejemplo) no puede abandonar el lugar de su domicilio, se entenderá incapacitado para interponer por sí mismo la acción de amparo constitucional y un agente oficioso podrá hacerlo en su nombre”[6]. (Subrayado fuera de texto)
 
En suma, el marco normativo y la jurisprudencia constitucional permiten la interposición de la acción de tutela por medio de un tercero cuando éste actúa, sin la mediación de poderes, en favor de quien se encuentra imposibilitado para promover su propia defensa ante el juez de tutela. En tal sentido, la actuación oficiosa será procedente si el tercero manifiesta actuar en calidad de agente oficioso y, cuando, de los hechos que sustentan la solicitud de amparo se colija que el titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados se encuentra en una circunstancia que le impide, por cualquier motivo, interponer el amparo de manera directa.
 
Así las cosas, considera esta Sala que aparte de la manifestación del agente oficioso de actuar en tal sentido, el requisito relativo a demostrar probatoriamente la incapacidad física o mental del titular del derecho fundamental presuntamente violado hace parte de uno de los tantos criterios que deben ser tenidos en cuenta por el juez de tutela, más no puede tenerse como el único referente a considerar, ya que existen otro sin número de circunstancias fácticas que reflejan ausencia en las condiciones para promover una defensa propia y adecuada.
 
Además, el hecho de probar la incapacidad física o mental del sujeto procesal titular de los derechos fundamentales presuntamente violados o amenazados resulta una carga desmedida y desproporcionada en cuanto a la interpretación de los requisitos para la configuración de la agencia oficiosa de un ciudadano afectado y, por ello, no puede descartar la solicitud de fondo de la acción de sin la verificación de los hechos en el caso en concreto.
 
(…) Así, por ejemplo, la ignorancia, la pasividad, limitaciones de tiempo y espacio[9], motivos de fuerza mayor o sujetos de especial protección como indígenas o menores de edad, constituyen circunstancias particulares que no necesariamente se enmarcan en el concepto de incapacidad física o mental e igual han sido reconocidas por la jurisprudencia como posibilidades susceptibles de ser agenciadas. Por ello, para la Sala resulta suficiente al momento de legitimar por parte activa la acción de tutela que el juez de tutela avizore una duda mínima respecto de la posibilidad de defensa de la persona en cuyo nombre se actúa, para que sea procedente.
 
Lo anterior, se encuentra de acuerdo con el principio de interpretación pro homine que “impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional. Este principio se deriva de los artículos 1º y 2º Superiores, en cuanto en ellos se consagra el respeto por la dignidad humana como fundamento del Estado social de Derecho, y como fin esencial del Estado la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, así como la finalidad de las autoridades de la República en la protección de todas las personas en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades”[10].
 
En otros eventos se ha legitimado a quien, en calidad de cónyuge, actúa en representación de su pareja que debido al padecimiento de una grave enfermedad encuentra ciertas limitaciones para la interposición de la tutela. Además de los obstáculos de orden físico, el argumento que viabiliza la intervención del cónyuge o la cónyuge es que un vínculo de tal naturaleza apareja deberes y derechos como los de socorro y ayuda mutua, lo cual justifica la mediación de la pareja ante las restricciones de quien es titular de los derechos, justamente con el propósito de velar por su bienestar.
 
Por ello, no es obligatorio que el agente oficioso demuestre incapacidad física o mental concerniente a que el afectado no puede promover su propia defensa para que sea procedente la agencia oficiosa si de los hechos arrimados al proceso se advierte por parte del juez de tutela que el titular del derecho no se encuentra gozando de todas las condiciones físicas, síquicas, intelectuales, culturales y sociales para interponer la acción por su propia cuenta. Ante ese acaecimiento fáctico no le queda otra vía al juez que admitir la acción por debida legitimación activa y fallarla de fondo con el fin de proteger los derechos fundamentales presuntamente vulnerados.
 
Por consiguiente, puede concluirse que corresponde al juez constitucional analizar en cada asunto las condiciones para el cumplimiento flexible de los requisitos que permiten acreditar la agencia oficiosa, es decir: la imposibilidad del agenciado para acudir directamente a la defensa de sus derechos fundamentales. En este caso, otra persona puede defender los derechos fundamentales en calidad de agente oficioso siempre y cuando esta circunstancia se exprese en el escrito de tutela y se deduzca de las circunstancias fácticas presentadas en el escrito de amparo”.
En el caso sub examine, la señora Aracelly López Rincón allegó con la demanda de tutela los siguientes documentos: i)   fórmula médica del 29 de septiembre de 2015 en donde se observa que al señor Jorge Eliécer Duque García de 41 años de edad, presenta espondilitis anquilosante y trastorno muscular (fibromialgia) para lo cual le ordenaron el medicamento Etoricoxib comprimido 120 mg (folios 13 y 14) y  20 sesiones de hidroterapia (folio 15); ii) historia clínica de Neurocentro del 19 de enero de 2015 donde el accionante asiste a consulta para valoración clínica del dolor (folio 16); iii) fórmula médica del 15 de enero de 2016 en la que se le prescribe al señor Duque García el medicamento Deflazacort tableta 6 mg (folio 17) e iv) historia clínica del 9 de septiembre de 2013 por valoración con nutricionista dietista (folio 18).  

De acuerdo a lo anterior, no obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado, que para el caso sería el señor Jorge Eliécer Duque García, toda vez que con las pruebas que adjuntaron con el escrito de tutela por parte de la señora Aracelly López Rincón, no se observa que su cónyuge esté imposibilitado física o mentalmente para hacerlo de manera directa.
Por lo tanto, la Sala concluye que la señora Aracelly López Rincón no está habilitada para presentar la acción de tutela en nombre del señor Jorge Eliécer Duque, ya que de acuerdo a la normativa y jurisprudencia antes señaladas se configura un defecto que está relacionado con la legitimidad por activa por cuanto en este caso no es procedente la figura de la agencia oficiosa. 
Como consecuencia, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala no queda alternativa diferente a rechazar la demanda de amparo constitucional presentada por falta de legitimación por activa. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, RECHAZA la demanda de amparo constitucional, presentada por la señora Aracelly López Rincón.
Por el medio más expedito, se ordena  informar de la presente decisión a la accionante.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional sentencia T-1020 /2003 M.P. Jaime Córdoba Treviño   


� Corte Constitucional sentencia T-017 de 2014 





PAGE  

